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Estos documentos de trabajo surgen de la labor de UN-INSTRAW en el área de migración, gé-
nero y desarrollo, y de su recientemente iniciada andadura en un nuevo eje estratégico: las 
cadenas globales de cuidados1. UN-INSTRAW está convencido de que la conformación de las 
cadenas globales de cuidados encarna un proceso más amplio de globalización de los cuida-
dos, y de que son un valioso posicionamiento desde el que debatir la interrelación entre la 
migración y el desarrollo. 

Las cadenas han sido tratadas, sobretodo, para la migración asiática (intrarregional o hacia 
otras zonas, como EEUU); mucho menos se ha hablado de ellas en el contexto latinoameri-
cano y caribeño, que es donde se centran estos documentos. El primero de ellos se pregunta 
“qué está ocurriendo”, mientras que el segundo se plantea “cómo intervenir en lo que está 
ocurriendo”. Nuestra intención al lanzarlos al debate público es triple: (1) mostrar la impor-
tancia de hablar de cuidados al hablar de desarrollo, (2) argumentar que no podemos hablar 
de cuidados sin hablar de globalización y migración, y (3) plantear elementos novedosos de 
reflexión para quienes ya están trabajando el tema de la organización social de los cuidados 
como un asunto de desarrollo desde una perspectiva transnacional.

Ideas-fuerza 

El nexo cuidados-desigualdad-exclusión

 - Es urgente reconocer y abordar la histórica conexión entre cuidados, desigualdad social y exclu-
sión de la ciudadanía, que hoy adquiere nuevas y graves dimensiones globales.
•	 Este nexo es constitutivo de los regímenes de cuidados, y a su sistemática vinculación 

a las desigualdades de género y clase, se une hoy día la del estatus migratorio.
•	 La inexistencia de una responsabilidad social en los cuidados y su remisión a los hoga-

res (y, en ellos, a las mujeres), supone que la posibilidad de recibir cuidados sea en sí 
misma un índice y un vector de desigualdad social.

•	 No podemos aplicar una mirada economicista para entender los cuidados: ni su pro-
visión mercantil responde a la simple lógica de la oferta y la demanda, ni el dinero es 
todo lo que hay que mirar. La disponibilidad de redes sociales es un factor clave.

•	 Los cuidados no están ni social ni económicamente valorados, por eso realizarlos recae 
en quienes tienen menor capacidad de elección o decisión, de ahí la segmentación por 
sexo, etnia y estatus migratorio de estos trabajos.

 - Los cuidados forman parte de la agenda oculta del desarrollo al estar asociados con el ámbito 
de lo privado-doméstico.
•	 Es urgente abrir un debate democrático: quién debe cuidar, a quién, cómo, dónde, a 

cambio de qué. Estos debates no pueden hacerse con sindicatos y patronal como úni-
cas voces legitimadas.

1 Esto supone la ampliación de temáticas tratadas en el área, anteriormente centradas en el uso e impacto de las remesas y se deriva de las reflexiones 
conceptuales y los resultados del trabajo empírico previo (ver marco conceptual UN-INSTRAW, 2005 y su actualización de 2008). Esta apertura temática 
es también física ya que el UN-INSTRAW tiene ahora una oficina en la Universidad Autónoma de Madrid, España, desde donde se coordina los 4 estu-
dios de caso del proyecto sobre las cadenas globales de cuidados entre Ecuador/Perú/Bolivia-España y Perú-Chile.



5

Articulando un derecho al cuidado

 - La ruptura del círculo vicioso cuidados-desigualdad-exclusión exige la configuración de un de-
recho al cuidado que sea constitutivo del núcleo duro de la ciudadanía y de los procesos de 
desarrollo.

 - Este derecho universal está por construir y es un derecho multifacético:
•	 el derecho a recibir los cuidados precisados en distintas circunstancias y momentos del 

ciclo vital.
•	 el derecho de elegir si se desea o no cuidar, combinando un derecho a cuidar en con-

diciones dignas con un derecho a no cuidar.
•	 el derecho a condiciones laborales dignas en el sector de cuidados

El cuidado como una responsabilidad pública

 - Articular un derecho al cuidado supone poner fin al rol sustitutorio a las familias que tiende a 
jugar el estado y sacar los cuidados de las políticas de focalización.

 - Múltiples medidas pueden ponerse en marcha para articular este derecho:
•	 Tiempo para cuidar: prestaciones que liberan tiempo del empleo para dedicarlo a los 

cuidados no remunerados. Ojo:
•	 Las que no son remuneradas pueden acentuar la mayor vulnerabilidad laboral y 

vital de las mujeres y algunas no se reconocen por igual para mujeres y hombres.
•	 Es dudosa su relevancia y aplicabilidad a contextos de amplia incidencia del 

sector informal y/o del autoempleo porque suelen articularse en torno al trabajo 
asalariado formal.

•	 Dinero para cuidar: se otorgan como contraprestación por dedicarse al cuidado de alguna 
persona en el entorno familiar. Ojo:

•	 ¿Cómo reconocer y valorar esos trabajos gratuitos que ya existen, sin reforzar 
esa situación en la que el grueso del cuidado se da por esta vía?

•	 Servicios de cuidados: en el hogar o en espacios institucionalizados. Ojo: 
•	 ¿Quién y cómo debe encargarse?, ¿hay que exigir a las empresas que faciliten 

servicios a sus empleados(as)? 
•	 ¿El estado debe proporcionar estos servicios, proveerlos directamente, financiar su 

compra en centros concertados o en el mercado libre?

 - Criterios-guía para decidir qué medidas:
•	 Reconocer los cuidados como elemento básico del bienestar y no como un instrumento 

para otros fines. No debe anclarse el derecho en un argumento productivista de inversión 
en capital humano.

•	 Debe distinguirse entre salud-educación-cuidados-protección social y marcar los lími-
tes entre la profesionalización del cuidado y otras competencias profesionales.

•	 La interrelación entre las diversas caras del derecho multidimensional al cuidado puede 
tornarse en una retroalimentación positiva o no: 

•	 Dar-recibir cuidados fácilmente puede entrar en contradicción, por ejemplo, si se abusa del 
papel de cuidadoras no remuneradas de las madres o se privatiza el sector y precariza 
el empleo.
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•	 Los cuidados implican relaciones sociales de interdependencia; nadie puede ser sujeto 
de derechos sólo en una de las dos facetas (dar-recibir), sino en ambas simultáneamen-
te.

Un derecho al cuidado… ¿en qué régimen económico?

 - ¿En qué régimen económico puede articularse y ejercitarse el derecho al cuidado? Esta pregun-
ta ha de responderse a nivel organizativo y estructural.

 - En un plano de corte organizativo: ¿qué articulación alternativa del “diamante del cuidado” pro-
ponemos si queremos redistribuir la sobrecarga de los hogares?
•	 Los servicios de cuidados son rentables si ofrecen calidades muy dispares según la 

capacidad de pago de las personas usuarias y abusan de empleo precario y vulnerable. 
•	 Garantizar un acceso igualitario a los cuidados necesarios sin menoscabar derechos 

laborales exige que éstos se den en esferas de actividad económica distintas a las em-
presas (tales como el estado o el sector sin ánimo de lucro).

 - En un plano de corte estructural la pregunta es bajo qué lógica ha de estructurarse esa arti-
culación de agentes: ¿pueden hacerse responsables de garantizar un derecho al cuidado los 
sistemas socioeconómicos cuyo eje vertebral es la acumulación de capital?
•	 Se precisan transformaciones sociales integrales y replantear desde la óptica del dere-

cho al cuidado como principio orientador aspectos que conforman la estructura mis-
ma del sistema socioeconómico:

•	 La organización de los espacios de habitabilidad
•	 La organización de los tiempos sociales
•	 La figura de trabajador ideal o inserción económica normalizada: la implanta-

ción social del modelo de trabajador productivo es incompatible con el dere-
cho al cuidado.

•	 Se vuelve urgente tornar el debate hacia este plano estructural y no plantear el dere-
cho al cuidado como una limpia decisión sobre las medidas más eficientes o equitati-
vas dentro del abanico posible.
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1. Revirtiendo el nexo 
    cuidados-exclusión: 
    el derecho al cuidado 

El principal reto político sobre la organización 
social de los cuidados en tiempos de globali-
zación es reconocer y abordar la histórica co-
nexión entre cuidados, desigualdad social y 
exclusión de la ciudadanía2. Este nexo, perpe-
tuado a nivel global si bien con innegables y 
grandes diferencias según contextos tempora-
les y territoriales, hoy día está adquiriendo nue-
vas y muy graves dimensiones transnacionales.

El nexo cuidados-desigualdad-exclusión es 
constitutivo de los variados regímenes de cui-
dados; como afirma Izquierdo, concebimos “una 
ciudadanía hecha a base de exclusiones, todas 
ellas relacionadas con distintas dimensiones del 
cuidado” (Izquierdo, 2003: 5). Y va sistemática-
mente vinculado a la desigualdad de género y 
a la adjudicación a las mujeres de la responsa-
bilidad del cuidado. En los contextos capitalis-
tas del centro los regímenes de cuidados están 
experimentando importantes transformaciones 
que implican una privatización intensificada de 
la reproducción social y un redimensionamiento 
de la división sexual del trabajo (ver documento 
de trabajo 1). Lo cual tiene, a su vez, importantes 
repercusiones globales y hace que el estatus mi-
gratorio funcione cada vez más como eje articu-
lador del nexo cuidados-desigualdad-exclusión, 
uniéndose a los históricos del género y la clase.

1.1.  El nexo cuidados-desigualdad-exclusión

Los cuidados se han resuelto en cada hogar 
según el acceso de cada persona a distintos re-

cursos. Esto implica que la posibilidad de recibir 
cuidados sea en sí misma un índice y un vector 
de desigualdad social. ¿De dónde surge esta 
desigualdad? La mayor parte de los cuidados se 
siguen dando de forma gratuita en el contexto 
de relaciones de parentesco o comunitarias; el 
familismo3 sigue siendo el modelo habitual de 
gestión de los cuidados. La desigualdad en el 
acceso (o la exclusión de acceso) a los cuidados 
está muy marcada por la disponibilidad o caren-
cia de redes sociales y, en concreto, familiares. 
No podemos aplicar una mirada economicista 
a los cuidados para entender la exclusión: ni la 
provisión mercantil de cuidados responde a “la 
simple lógica de la oferta y la demanda” (Carras-
co y Rodríguez, 2000: 51), ni el dinero es todo 
lo que hay que mirar. Obviamente, la disponi-
bilidad de ingresos es un factor clave de des-
igualdad/exclusión, afectando tanto de forma 
indirecta (estableciendo lo que podríamos de-
nominar las precondiciones del cuidado4) como 
directa (capacidad de compra de cuidados). Sin 
embargo, no siempre que se dispone de dinero 
para comprar hay un mercado con capacidad de 
respuesta5, ni siempre que se dispone de dine-
ro existe voluntad de compra, ya que familismo 
significa también que hay una reprobación/re-
sistencia ético-moral a delegar el cuidado. Por 
último, tiende a existir una correlación negativa 
entre ambas dimensiones: la carencia de ingre-
sos agudiza a menudo la puesta en marcha de 
redes sociales, como son los casos de comedores 
populares liderados por mujeres.

El nexo cuidados-desigualdad-exclusión sig-
nifica la constante retroalimentación entre la 
asunción de responsabilidades de cuidados, 
la desigualdad en la distribución de trabajos 
y recursos, y el riesgo de exclusión y pobreza. 

Entendemos la ciudadanía como el acceso a derechos, es decir: disfrute de un reconocimiento formal y capacidad de ejercicio efectivo. No hay una 
clara línea divisoria entre la inclusión y la exclusión, sino una línea de continuidad negación-reconocimiento formal-ejercicio pleno, en cuya configu-
ración actúan múltiples factores económicos, sociales, políticos y culturales.
En sus diversas versiones: extendido a través de redes comunitarias, modificado con la mercantilización parcial del cuidado, etc. Muy en síntesis, 
podemos decir que el familismo asume que la responsabilidad primordial de cuidar se sitúa en las familias (familias de diversos tipos y con acceso a 
distintos recursos) y que, en ellas, las mujeres son las responsables.
Así, por ejemplo, disponer de una vivienda espaciosa es un factor fundamental en el establecimiento de relaciones personales satisfactorias en el cuida-
do de personas ancianas. En países de bajos ingresos, la falta de cosas básicas como una silla de ruedas convierte a personas con discapacidad en depen-
dientes absolutos impidiendo que desarrollen una autonomía vital. Igualmente, la satisfacción de necesidades esenciales requiere ingentes de tiempo 
de trabajo no remunerado cuando se carece de acceso a infraestructura adecuada (por ejemplo, acarrear agua, asegurar fuentes de combustible).
En muchos países de medianos y bajos ingresos el mercado de servicios de cuidados de calidad está muy infra-desarrollado y la mayor parte de 
la compra de cuidados se da en el extremo más informal del espectro mercantil (UNRISD, 2007). En los países de mayores ingresos el mercado de 
cuidados es poco más que un sector emergente.

2
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De esta constatación surgen nociones como la ciudadanía de segunda de las mujeres en el modelo hombre ganador del pan/mujer cuidadora. En 
este modelo, es el varón asalariado el que accede a derechos directos, mientras que su esposa e hijos, en la medida en que son considerados sus 
dependientes, acceden a derechos derivados. Además de por la desigual valoración de los trabajos asalariado y de cuidados no remunerado, este 
modelo ha sido cuestionado por tomar como sujeto a la familia (nuclear patriarcal). Este debate no será abordado en el presente documento; simple-
mente, es preciso señalar que el derecho al cuidado que aquí se propone se entiende como un derecho individual, no de la familia. 
De hecho, ambos fenómenos forman parte de la denominada feminización o domesticación del trabajo, que abarca una doble dimensión de trans-
formación en el contenido del trabajo (entre otros, transferencia al mercado de actividades realizadas antes en el hogar, como los cuidados) y de las 
condiciones de trabajo (aproximación tendencial del empleo a las condiciones de los trabajos en lo doméstico). A su vez, esta domesticación del tra-
bajo se liga complejamente al incremento del número de mujeres en el mercado laboral, proceso conocido como feminización de la mano de obra.

Encargarse de los cuidados en el hogar no sólo 
no genera derechos (ya que éstos se articulan 
como prestaciones contributivas derivadas del 
trabajo asalariado), sino que impone serias limi-
taciones a la incorporación al mercado laboral6. 
Por su parte los empleos en el sector de cuida-
dos llevan asociada una “penalización salarial” 
(UNRISD, 2007) y condiciones peculiares de pre-
cariedad, que se extrema (rozando o cayendo 
en la pobreza) en el caso del empleo de hogar. 
El siguiente gráfico muestra la sobre-represen-
tación de las empleadas de hogar entre las mu-
jeres indigentes y pobres: 

Cuando los cuidados no están ni social ni eco-
nómicamente valorados, realizarlos recae en 
quienes tienen menor capacidad de elección o 
decisión (falta de alternativas, de recursos, de 
poder de negociación, etc.). Como afirma Iz-
quierdo “se huye del cuidado como de la peste” 

(2008). De ahí la segmentación por sexo, etnia 
y estatus migratorio prototípica de este sector 
laboral y el reparto de los cuidados en el seno 
familiar por ejes de poder (de género y genera-
ción sobretodo). 

La asociación entre cuidados, desigualdad y 
exclusión de la ciudadanía no es nueva, pero sí 
está adquiriendo una nueva dimensión global, 
en la medida en que su internacionalización va 
unida a su mercantilización. Esto estrecha el 
nexo entre cantidad y calidad de los cuidados 
recibidos-capacidad de consumo, e incrementa 

la desigualdad por clase social a nivel global. Al 
mismo tiempo, los nichos laborales que abre no 
suponen un incremento sustancial del acceso a 
derechos de las cuidadoras, porque el empleo 
en el sector se da en un contexto de marcada 
precarización e informalización laboral7.

6

7

80
70
60
50
40
30
20
10

0

indigentes

16

17
8

29

27
16

54

56
76

espobr no pobres

empleo de hogar

ama de casa

otras ocupaciones



9

1.2.  La ausencia de debate sobre el nexo 
          cuidados-exclusión

La constitución de los regímenes de cuidados 
sobre la exclusión y la desigualdad se da fue-
ra de las luces del debate público: los cuidados 
forman parte de la agenda oculta del desarrollo 
(UN-INSTRAW, 2008). Este no-debate responde 
a la asociación de los cuidados con el ámbito 
de lo privado-doméstico, entendido como un 
espacio ajeno a las discusiones políticas y so-
cioeconómicas. Quién debe cuidar, a quién, 
cómo, a cambio de qué, etc. no han sido cues-
tiones pública y políticamente negociadas, sino 
remitidas al margen de supuesta libertad de lo 
privado. Sin embargo, las respuestas a esas pre-
guntas no son un resultado de la negociación 
individual en cada casa, sino de la operación de 

criterios ético-morales muy vinculados a las re-
laciones de género de desigualdad y a la distri-
bución macrosocial de los trabajos (como se ha 
insistido desde el feminismo: lo personal es po-
lítico). El primer paso para articular un derecho 
al cuidado es comenzar a debatir abierta y de-
mocráticamente sobre lo que ocurre en el terre-
no doméstico, reconociendo que en él operan 
estructuras sociales, y renegociando la frontera 
que divide lo público de lo privado-doméstico.

Las voces de los propios sujetos protagonistas 
de las relaciones de cuidados han de liderar 
esta discusión, rompiendo la dinámica histórica 
de negación de voz (en el sentido de capacidad 
de incidencia política) y de reconocimiento ex-
clusivo de los agentes sociales articulados en 
torno al trabajo asalariado; ningún debate so-

Discriminación laboral y negación de voz de las empleadas de hogar 

El empleo de hogar es un sector peculiarmente precario y vulnerable, como lo muestra la histórica vinculación entre el empleo de 
hogar y la migración, primero rural-urbana, ahora internacional; como afirman desde la Asociación de Trabajadoras del Hogar de 
Bizkaia ATH-ELE (http://www.ath-ele.com) este trabajo es y siempre ha sido “una cuestión de mujeres pobres”. 

Este trabajo, a menudo, no está incluido en la legislación laboral común, por lo que queda totalmente desprotegido 
(como ocurre en múltiples países asiáticos). En otras ocasiones, se rige por reglamentaciones específicas que presentan con-
diciones discriminatorias respecto a otros sectores (como es el caso de la mayoría de países latinoamericanos). Además, 
estas reglamentaciones a menudo se incumplen, el empleo de hogar forma parte de la economía informal; es un sector 
en el que rara vez actúa la inspección laboral.

Otro problema adicional es que, cuando se discute la reglamentación del sector, la negociación suele ser tripartita gobierno-
sindicatos-patronal. Las trabajadoras asalariadas del hogar rara vez están representadas en los sindicatos y sus organizaciones 
específicas quedan así fuera del debate.

En 1948, la Organización Internacional del Trabajo declaró que consideraría un Convenio específico sobre el sector. Pero han sido 
más de 60 años los que se ha demorado en comenzar a elaborarlo; todo ese tiempo ha permanecido el empleo de hogar despro-
tegido por la normativa internacional. Será en 2011 cuando, según lo previsto, se apruebe el convenio. Dado que sólo gobiernos, 
organizaciones sindicales y patronales tienen capacidad de participar en su elaboración, las empleadas de hogar están organi-
zándose para incidir en los informes y propuestas de sindicatos y gobiernos. De esta manera intentarán participar, aunque sea de 
forma indirecta, en la redacción de una norma de la que son las principales afectadas. 

Puede verse más información en http://www.domesticworkerrights.org/ 
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bre el régimen de cuidados puede considerar 
como únicas voces legitimadas a sindicatos y 
patronal. 

2. Articulando un derecho   
    al cuidado

El nexo cuidados-desigualdad-exclusión se crea 
por defecto, es decir, como consecuencia directa 
de la inexistencia de un derecho al cuidado. La 
ruptura de semejante círculo vicioso pasa por la 
configuración de un derecho al cuidado que sea 
constitutivo del núcleo duro de la ciudadanía y, 
por tanto, de los procesos de desarrollo (enten-
dido éste como “el derecho comprensivo a dis-
frutar plenamente del conjunto de derechos”, tal 
como lo hemos definido con anterioridad, UN-
INSTRAW, 2008: 22). Hablamos de un derecho 
al cuidado en el sentido de un derecho propio y 
universal de toda la ciudadanía, desde la doble 
faceta de ciudadanas/os que precisan cuidados y 
que cuidan. Esta perspectiva holísti-
ca que ha de inspirar los procesos de 
desarrollo se concreta en una doble 
dimensión: la recepción y la provi-
sión de cuidados. 

Este derecho, que no preexiste si-
quiera conceptualmente, sino que 
está por construir, implicaría: (1) el 
derecho a recibir los cuidados pre-
cisados en distintas circunstancias y 
momentos del ciclo vital, evitando 
que la satisfacción de esta necesi-
dad básica quede al albur de la dis-
ponibilidad individualizada de ingresos, y lazos 
familiares o afectivos. (2) Respecto al cuidado no 
remunerado, el derecho de elegir si se desea o no 
cuidar, combinando un derecho a cuidar (en con-

diciones dignas) con un derecho a no cuidar8. Y 
(3) el derecho a condiciones laborales dignas en 
el sector de cuidados, eliminando la penalización 
del sector y con especial atención en el empleo 
de hogar9.

El derecho al cuidado puede verse como un prin-
cipio orientador de la estructura social. A partir 
de este primer nivel, se debe identificar qué de-
rechos específicos comprende en la recepción 
de cuidados, en la provisión no remunerada, y 
en el empleo en el sector de cuidados (segundo 
nivel); y, finalmente, debatir a través de qué me-
didas puede materializarse (tercer nivel).

2.1.  ¿Qué políticas públicas?

Al no reconocer los cuidados como parte de los 
derechos de ciudadanía (al igual que cuestiones 
como la educación o la sanidad no lo fueron en 
su día y no lo son aún hoy en muchos países), 

el estado tiende a jugar un rol sustitutorio a las 
familias. Aparece en aquellos casos en los que la 
persona no puede garantizar el acceso por sus 
propios recursos: fallan las redes sociales y no 

 

Dchos laborales 
Tr. cuid. remun.

NO cuidar

CUIDAR

RECIBIR 
cuidados

ELEGIR

DERECHO AL 
CUIDADO

Todo lo cual implica una revisión de las dimensiones de protección que debe proporcionar el estado del bienestar. A menudo, la protección social se 
ha comprende únicamente como garantizar un grado suficiente de “desmercantilización”: es decir, la posibilidad de desvincularse del mercado (del 
trabajo remunerado) y mantener un nivel de vida aceptable. Esto presupone que los únicos riesgos sociales que ameritan protección son los relativos 
al trabajo de mercado y no los relativos a los trabajos de cuidados fuera de éste. La idea de desmercantilización (que, en cierta medida garantizaría el 
derecho a cuidar, al permitir no estar sujeta/o a los ritmos del mercado laboral), ha de ser complementada con la de desfamilización, entendiendo por 
tal la posibilidad de dejar de cuidar en la familia sabiendo que habrá fórmulas que garanticen que los cuidados necesarios sean proporcionados (es 
decir, derecho a no cuidar). 
Por claridad expositiva diferenciamos recibir cuidados, proveerlos no remuneradamente o proporcionarlos a cambio de un salario. Pero no debe 
perderse de vista que entre dichas tres dimensiones no hay claros cortes, sino un hilo de continuidad, sobre el que, de hecho, se puede y debe incidir. 
Por ejemplo, muchas de las medidas que hacen efectivo el derecho a cuidar, en la medida en que implican proporcionar condiciones materiales para 
hacerlo (disponibilidad de tiempo, permitiendo las ausencias del mercado laboral sin menoscabo de la carrera profesional y garantizando ingresos; 
consideración del tiempo dedicado al cuidado como tiempo cotizado a los sistemas de prestaciones; prestaciones monetarias a quienes cuidan en 
lo doméstico etc.) están de por sí redefiniendo la frontera entre trabajo de cuidados remunerado y trabajo de cuidados gratuito.
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La implementación de un derecho al cuidado exige la puesta en marcha progresiva de prestaciones y servicios que paulatinamente tiendan a cubrir 
al conjunto de la población. Es en este caso en el que ha de tomarse decisiones sobre los grupos sociales que priorizar, pero esta implantación pro-
gresiva no puede confundirse con la apuesta por la focalización, que no garantiza derechos, sino protecciones parciales ante la exclusión.
Este es un fuerte ámbito de debate: en qué dirección debe ir la apuesta pública, bien por la atención de las personas con discapacidad, bien por 
minimizar la pérdida de autonomía derivada de una discapacidad; es decir, si ha de centrarse en el derecho a recibir cuidados o en promover el 
derecho a una vida autónoma. Esto se relaciona con la visión que se tenga de los sujetos beneficiarios: si la dependencia se ve como una situación 
individualizada y estática o como un resultado de la capacidad del contexto social de dar cabida a personas cuyos cuerpos o mentes funcionan de 
manera distinta (minimizando la dependencia derivada de la llamada diversidad funcional). 

dispone de ingresos. Los cuidados forman par-
te de las políticas de focalización destinadas a 
evitar o paliar situaciones de exclusión social y 
pobreza. La proliferación de medidas y servicios 
dispersos y fragmentados es prototípica de los 
sistemas en los que no existen derechos univer-
sales y en los que amplias capas de la población 
viven en situación de exclusión. Cuando habla-
mos de un derecho al cuidado, para que este 
sea tal (se reconozca y ejercite en condiciones 
de igualdad), ha de ser un derecho universal, 
siendo por tanto incompatible con una política 
de focalización10.

En los estados del bienestar de más largo reco-
rrido, los tres pilares clásicos (salud, educación y 
protección social) están siendo complementados 
con un denominado “cuarto pilar” que reconoce 
el derecho a recibir atención en situaciones de 
dependencia. Es una dimensión del bienestar 
que nace muy vinculada al envejecimiento de 

la población y que supone el inicio del reconoci-
miento del derecho a recibir cuidados (restringi-
do a las denominadas situaciones de dependen-
cia, término en el que suele incluirse a personas 
con discapacidad, vinculada o no a la edad11). 
Además, se desarrollan las llamadas políticas de 
conciliación de la vida laboral y familiar.

El derecho al cuidado puede articularse de múl-
tiples maneras. Una de las formas de clasificar las 
variadas medidas es la que distingue entre tiempo 
para cuidar, dinero para cuidar y servicios de cuida-
dos. A continuación se abordan algunos de los de-
bates más candentes al respecto de cada una:

2.1.1.  Tiempo para cuidar: 

Se trata de prestaciones que liberan tiempo del 
empleo para dedicarlo a los cuidados no remu-
nerados (permisos de maternidad y paternidad, 
permisos de lactancia, excedencias por cuidados 

 

Nivel 3

Nivel 2

Nivel 1

DERECHO AL CUIDADO

RECEPCIÓN DE
 

CUIDADOS
PROVISIÓN DE

 

CUIDADOS

NO REMUNERADOS
 

(CAPAC. ELECCIÓN) REMUNERADOS

CAPAC. DE 
CUIDAR

CAPAC. DE 
NO CUIDAR

MEDIDAS CONCRETAS:
-Tiempo para cuidar / dinero para cuidar / servicios de cuidados

CRITERIOS
-El derecho al cuidado como objetivo en sí mismo

- Buscar la retroalimentación positiva entre las distintas dimensiones del derecho

¿EN QUÉ RÉGIMEN ECONÓMICO?
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12 Son prestaciones ligadas, en general, al empleo por cuenta ajena; aunque paulatinamente se extienden algunas (sobretodo, las de maternidad) al 
trabajo por cuenta propia.

de familiares, reducciones de jornada, etc.). Pue-
den ser o no remuneradas, al igual que el tiempo 
liberado del empleo puede o no seguir contabi-
lizándose como tiempo aportado a los seguros 
sociales. Las que no son remuneradas son a me-
nudo acusadas de reforzar el rol de cuidadoras 
gratuitas de las mujeres y de acentuar su mayor 
vulnerabilidad laboral y vital. La mayoría están 
reconocidas por igual para mujeres y hombres, 
pero son derechos ejercidos casi en su totalidad 
por mujeres. La excepción es el permiso de pater-
nidad que en muchos lugares no está reconoci-
do y que, en caso de estarlo, es de una duración 
totalmente desproporcionada al de maternidad.

Todas estas prestaciones se articulan en torno al 
trabajo remunerado en el sector formal12, por lo 
que su relevancia y aplicabilidad a contextos de 
amplia incidencia del sector informal son muy 
reducidas. Benería (2008) plantea que podría ser 
más pertinente pensar en servicios de cuidados 
organizados en torno al domicilio, ya que, cuando 
se carece de un entorno laboral fijo, éste suele ser 
el principal espacio de referencia de las personas, 
en general, y de las mujeres, en concreto. Esta crí-
tica es crecientemente pertinente para contextos 
como el europeo donde se vive un fuerte proceso 
de precarización laboral que diluye las fronteras 
entre mercado laboral formal e informal y multi-
plica las bolsas de personas autoempleadas.

2.1.2.   Dinero para cuidar:

Son prestaciones que se otorgan como contra-
prestación de dedicarse al cuidado de alguna 
persona en el entorno familiar. Diluyen, en sí, la 
frontera entre cuidados no remunerados y re-
munerados en el sector. Son prestaciones muy 
polémicas en la medida en que pueden consi-
derarse una forma de precarización del sector, o 
de aprovechamiento de los cuidados ya no total-
mente gratuitos, pero sí mal-pagados. A esto se 
contraargumenta que son una forma de valorar 
el trabajo que ya de facto realizan las mujeres en 
los hogares, y de otorgarles cierta independen-
cia económica. En última instancia, la tensión es 

cómo reconocer y valorar esos trabajos que ya 
existen, otorgando derechos económicos y socia-
les a quienes los realizan, sin reforzar esa situación 
en la que el grueso del cuidado se da por esta vía. 

Aquí se sitúa el clásico debate sobre el salario 
para el ama de casa. Este debate, que en sus 
orígenes tenía tintes más reivindicativos que 
posibilistas, hoy día se reformula en dos líneas: 
En el contexto de estados de bienestar más an-
tiguos, se sopesa la posibilidad de reconocer y 
valorar la figura de los cuidados informales en 
el ámbito familiar para atender a personas en 
situación de dependencia. En el contexto lati-
noamericano, varias constituciones reconocen 
el papel productivo del trabajo en el hogar (p. 
ej. Venezuela o Ecuador), lo cual se entremezcla 
con la reivindicación del rol activo de mujeres de 
sectores populares como sostén de sus hogares 
y comunidades. En ese marco se articulan medi-
das como asignaciones económicas temporales 
(p. ej. Misión Madres de Barrio en Venezuela) o se 
discuten pensiones de retiro para amas de casa. 

2.1.3.  Servicios de cuidados:

De forma alternativa a facilitar los cuidados 
por parte de personas familiares (al dar tiem-
po o dinero para estos cuidados), pueden po-
nerse en marcha servicios de cuidados que 
se provean en el hogar (por ejemplo, la asis-
tencia a domicilio) o en espacios institucio-
nalizados (residencias de adultas/os mayores, 
guarderías, centros de día o noche, centros de 
estancia temporal, actividades extraescolares 
para menores…). Puede forzarse a las empre-
sas privadas a que proporcionen este tipo de 
servicios, como es el caso de la obligatoriedad 
de guarderías en centros donde se contrate a 
un cierto número de empleadas13. Alternati-
vamente, la administración pública puede ser 
quien asuma la responsabilidad, bien de for-
ma directa, proveyendo los servicios ella mis-
ma, bien de forma indirecta, a través de la fi-
nanciación de centros privados (gestionados 
por empresas u ONGs) u otorgando prestacio-
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Suelen ser servicios asociados al rol de madres de las empleadas, inexistentes para varones, y que sólo cubren el cuidado de menores. El servicio se 
entiende más como una forma de garantizar el derecho al empleo de las mujeres.
Por eso no suele usarse en políticas dirigidas a adultos mayores, personas con discapacidad, etc.; y por eso es un argumento muy endeble cuando 
intenta aplicarse a otros campos, por ejemplo, cuando se justifica la inversión de recursos en la promoción de la corresponsabilidad de mujeres y 
hombres en el hogar para lograr un mayor aprovechamiento del capital cuidador de los hombres.

nes monetarias para financiar la compra libre 
en el mercado. Un debate clave es el grado 
de privatización deseable de estos servicios y 
si deben ir acompañados de un co-pago por 
parte de las personas usuarias (a diferencia de 
otros derechos como el de sanidad, a menudo 
se trata de servicios que no son totalmente 
gratuitos), debate sobre el que volveremos. 

2.2.  Criterios para identificar las 
           medidas concretas

La decisión de qué políticas concretas adoptar 
para articular el derecho al cuidado ha de ser 
producto, como decíamos, de un debate demo-
crático. Podemos señalar varios criterios-guía 
que ayuden a la discusión.

2.2.1.  El derecho al cuidado ha de ser un objetivo en sí mismo

Establecer un derecho al cuidado persigue 
como objetivo en sí mismo reconocer esta di-
mensión vital como elemento básico del bien-
estar y la ciudadanía. Tiene un fin en sí mismo, 
así que las medidas adoptadas no pueden ar-
ticularse como instrumentos para la persecu-
ción de otros objetivos. Esto contrasta con un 
discurso en boga que argumenta a favor de 
los cuidados como una forma de invertir en 
capital humano y así mejorar la productividad 
y el desarrollo entendido como expansión 
mercantil. Este argumento se usa tanto en los 
programas de salud y educación infantil aso-
ciados a la denominada Nueva Política Social 
(el cuidado como un instrumento para ampliar 
el stock de capital humano a futuro), como en 
las políticas de conciliación (como una fórmu-
la que permite un aprovechamiento eficiente 
del capital humano de las mujeres). El proble-
ma es que este argumento excluye de entrada 
la dedicación de recursos públicos para aque-
llos sujetos que no se consideren potencial-
mente productivos en un sentido mercantil14. 
2.2.2.  Diferenciar el derecho al cuidado de otros derechos

Si bien el derecho al cuidado en tanto que prin-
cipio orientador atraviesa otros muchos de-
rechos sociales, las medidas concretas que lo 
articulen han de permitir diferenciarlo de otros 
como el derecho a la educación o el derecho a 
la salud; la distinción entre salud-educación-
cuidados, etc. da como resultado configuracio-
nes particulares de los estados del bienestar y 
los sistemas de protección social. Por ejemplo, 
en los países europeos las interacciones del 
“cuarto pilar” con el sistema sanitario son con-
fusas; a la par que se discute si la atención a me-
nores de tres años es parte del sistema educati-
vo o no, etc. En última instancia, esta confusión 
e indeterminación prueba que los cuidados, 
si bien de forma fragmentada y dispersa, han 
saltado al terreno del debate público, pero que 
esta aparición es tan reciente que se carece de 
un enfoque claramente definido.

Marcar los límites entre estos derechos se vin-
cula con la distinción entre el trabajo de cui-
dados y otras competencias profesionales. Hay 
una tendencia por la cual la profesionalización 
(entendida como identificación clara de tareas, 
condiciones laborales y formación requerida) 
tiende a desplazar la concepción de la activi-
dad desde la forma genérica “cuidado” hacia 
profesiones más cualificadas15. El riesgo de esta 
tendencia de profesionalización es que, por 
defecto, pueden terminar identificándose los 
cuidados con las tareas polivalentes y que no 
requieren cualificación.

2.2.3.  Hacia una retroalimentación positiva de las 
              distintas dimensiones 

El derecho al cuidado es multidimensional y las 
diversas facetas que lo componen no son inde-
pendientes entre sí: si alguien recibe cuidados, 
hay otra persona que los da; quien cuida, nece-
sita cuidados; distintas condiciones laborales del 
empleo de hogar significan distintas capacidades 
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Por ejemplo, en los contextos de estado de bienestar más desarrollado, el sistema educativo se entiende que cumple una función, en sí, educativa, 
y no de cuidado; y el debate se desplaza a los periodos previos a la escolarización obligatoria, donde se propone diferenciar entre educación infantil 
(y consecuentemente la profesión de educador/a infantil) del cuidado de menores.
Este deslizamiento, que al reconocer a las mujeres como cuidadoras olvida sus propias necesidades de cuidados, es más fácil si cabe en las mujeres 
migrantes que, como decíamos en el documento de trabajo 1, suelen ser reconocidas únicamente como agentes que dan cuidados, y nunca como 
personas que los necesitan.
Cuantas más escuelas infantiles haya, más factible será optar por no cuidar gratuitamente en lo doméstico. Si estos servicios se dan a través de 
servicios públicos con contrataciones en condiciones laborales dignas, esta mejoría laboral redundará en una mayor calidad del cuidado ofrecido. 
Reconocer derechos laborales en el sector cuidados o garantizar condiciones dignas para el cuidado familiar es en sí una forma de velar por el cuidado 
de las personas trabajadoras, etc.

para cuidar a la familia; etc. Esta interrelación pue-
de fácilmente adquirir carácter contradictorio.

Entre las contradicciones más habituales está 
la colisión del derecho a recibir cuidados con el 
derecho a no cuidar. Pongamos dos ejemplos. 
Por un lado, las prestaciones de tiempo o dine-
ro para cuidar no acompañadas de servicios al-
ternativos fuera de lo doméstico garantizan el 
cuidado imponiéndolo a la familia. Esto ocurre, 
por ejemplo, con el desarrollo de figuras como 
las excedencias laborales para atención de fa-
miliares, en contextos donde las residencias de 
ancianos brillan por su ausencia: si no coges la 
excedencia, ¿qué alternativa queda? Por otro 
lado, los denominados programas de transferen-
cias condicionadas, prototípicos de la Nueva Po-
lítica Social, buscan el bienestar de los menores 
en situación de pobreza ejerciendo un control 
sobre el papel de las madres; así, refuerzan su rol 
de cuidadoras no remuneradas. En ambos casos, 
se niega el derecho a elegir de manera diferen-
cial por sexo, bien de forma indirecta (quienes 
acceden a las excedencias suelen ser mujeres, 
aunque los hombres también tengan derecho 
formal a ello), bien de forma directa (los progra-
mas de transferencias condicionadas se dirigen 
expresamente a las madres, no a los padres). 

La contradicción entre recibir-dar cuidados 
puede aparecer también en los trabajos remu-
nerados. Por ejemplo, cuanto más privatizados 
y mercantilizados estén los servicios (atención 
domiciliaria, jardines infantiles, residencias…) 
más suelen promover el empleo precario. Otro 
caso habitual de contradicción es el de la vieja 
pregunta ¿quién cuida a las cuidadoras?16 

La interrelación entre las diversas caras del de-
recho multidimensional al cuidado puede tor-
narse en una retroalimentación positiva17. Es 

decir, el objetivo central es entender la interco-
nexión inevitable y buscar un proceso de refor-
zamiento mutuo y no de negación en cascada. 
Esto exige reconocer que no hay una escisión 
nítida entre quien da y quien recibe cuidados, 
sino que los cuidados ocurren en el marco de 
relaciones sociales de interdependencia; y que 
nadie puede ser sujeto de derechos en una de 
las dos únicas facetas, sino en ambas de forma 
simultánea.

3. Un derecho al cuidado… 
    ¿en qué régimen económico?

Entender el derecho al cuidado desde una pers-
pectiva holística y no como un “derecho parti-
cularísimo” (Pautassi, 2007) destapa una cues-
tión final de capital importancia y de alcance 
muy superior al debate sobre las medidas espe-
cíficas a implementar en el corto o medio plazo: 
¿en qué régimen económico puede articularse 
y ejercitarse semejante derecho? 

Esta pregunta ha de responderse en dos planos. 
En primer lugar, en un plano de corte organizati-
vo: si el objetivo es redistribuir la sobrecarga de 
cuidados adjudicados a los hogares (y, en ellos, 
a las mujeres), ¿qué articulación alternativa del 
llamado “diamante del cuidado” proponemos? 
¿Qué papel han de jugar distintos agentes y es-
cenarios institucionales: el mercado, el estado, 
los hogares y las redes sociales o el sector sin 
ánimo de lucro? Hay graves dificultades para 
ejercer el derecho al cuidado a través de la pro-
moción de servicios mercantiles con ánimo de 
lucro. Hemos visto que hay una tendencia a la 
vulneración de los derechos laborales en el sec-
tor de cuidados. ¿A que se debe esta penaliza-
ción del sector? En la medida en que es un sec-
tor intensivo en trabajo, donde adquiere una 
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Que se resuelva de muy distinta forma los conflictos entre “la conversación y las tareas”, “el amor y el desapego”, “la excepcionalidad y la justicia”, “la 
paciencia y los horarios”, “las relaciones familiares y las relaciones laborales”, “las relaciones y las normas”, etc. (Stone, 2000). Y no parece haber sencilla 
“conciliación” entre ambas.
El estudio de UNRISD muestra que la penalización laboral se reduce significativamente en el sector público: “In several countries the significant care 
penalties found in the private sector are comparatively reduced, though not eliminated when performed in the public sector” (UNRISD, 2008: 15). 

importancia central la relación humana y que 
ha de supeditarse a ritmos inamovibles (aso-
ciados a necesidades fisiológicas), resulta muy 
complejo aumentar la productividad mediante 
la sustitución de trabajo humano por tecnolo-
gía o con el aumento de la “cantidad” de cuida-
dos por unidad de trabajo. Esto se ha definido 
históricamente como “enfermedad del coste” 
que convertía los cuidados en una actividad no 
mercantilizable, impidiendo que, en el sector, 
operara la lógica “desarrollista” (que fuesen mo-
tor del desarrollo económico entendido como 
expansión mercantil).

Una de las formas de contrarrestar esta contra-
dicción entre el cuidado y la rentabilidad em-
presarial ha sido el empeoramiento progresivo 
de las condiciones laborales. ¿Por qué las pro-
pias personas trabajadoras aceptan este dete-
rioro? Un elemento de presión es la existencia 
de un sentimiento de responsabilidad sobre el 
bienestar ajeno de las cuidadoras, que fuerza a 
realizar el trabajo al margen del reconocimien-
to laboral. Es decir, mediante un el “uso y abu-
so” del rol de cuidadoras de las mujeres. Otro 
elemento es incrementar el coste del servicio, 
lo cual hace que la calidad de los servicios re-
cibidos sea muy dispar según el poder adqui-
sitivo de las personas usuarias18. En conjunto, 
la expansión de un derecho al cuidado parece 
exigir la imposición de serias limitaciones a la 
operación de la esfera mercantil y de la lógica 
del ánimo de lucro. Garantizar un acceso iguali-
tario a los cuidados necesarios sin menoscabar 
derechos laborales exige que éstos se den en 
esferas de actividad económica distintas a las 
empresas (tales como el estado o el sector sin 
ánimo de lucro)19.

En un plano de corte estructural la pregunta 
es bajo qué lógica ha de estructurarse esa ar-
ticulación de agentes. Partiendo de sistemas 
socioeconómicos organizados en torno a una 
lógica de acumulación que persigue garantizar, 

en última instancia, el correcto funcionamiento 
de los procesos de acumulación de capital, ¿es 
factible constituir un derecho al cuidado como 
principio orientador de la estructura social? Es 
decir: ¿puede hacerse responsable de garanti-
zar un derecho al cuidado un sistema socioeco-
nómico cuyo eje vertebral sea la acumulación 
de capital? ¿Hasta qué punto la negación del 
derecho al cuidado ha funcionado como ele-
mento indispensable para contener tensiones 
estructurales de un sistema económico que, 
al priorizar la lógica de acumulación, inhibe la 
existencia de una responsabilidad social en el 
cuidado de la vida? Para concretar estas pre-
guntas abstractas, conviene detenerse, cuando 
menos, en tres aspectos.

El reconocimiento de un verdadero derecho al 
cuidado y la puesta en marcha de condiciones 
que garanticen su ejercicio, exigen transforma-
ciones sociales integrales y replantear desde 
esta óptica aspectos que conforman la estruc-
tura misma del sistema socioeconómico, entre 
ellos: la organización de los espacios de habita-
bilidad (los modelos de desarrollo urbano, ver 
documento de trabajo 1) y la organización del 
tiempo. Un prerrequisito del derecho al cuida-
do es la disponibilidad de tiempo: para cuidar, 
para recibir cuidados, para el auto-cuidado, 
para insertarse en relaciones de cuidados de 
reciprocidad que superen la dicotomía dar/
recibir, etc. Es decir, los cuidados tienen una 
cualidad trasversal (atraviesan el conjunto de la 
vida) e impredecible (desbordan los horarios de 
un recurso dado, los ritmos fijos y planificables) 
inconciliable con el hecho de que los tiempos 
vitales estén sometidos al “tiempo-reloj” de los 
mercados, como ocurre hoy día. 

Esta imprescindible renegociación de los tiem-
pos sociales implica un cuestionamiento de la 
figura de inserción económica normalizada. El 
trabajador normalizado o ideal20 es el caricatu-
rizado como “trabajador champiñón” (Carrasco 
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20  Decimos normalizado en el sentido de que es aquél sobre el cual se estructura el mercado laboral y para el que están pensados los derechos socia-
les y económicos. Es, igualmente, la figura a la que han de intentar asimilarse las mujeres cuando se insertan en el mercado laboral y la que se perfila 
como modelo de un mal llamado desarrollo que se entiende como mera expansión mercantil.

et al. 2004): aquel que no tiene necesidades ni 
responsabilidades de cuidados, sino que emer-
ge cotidianamente de la nada plenamente 
disponible para el empleo. Esta es la ficción a 
la que se puede asimilar parte de la población 
en la medida en que existe todo un ámbito de 
trabajo de cuidados invisibilizado que cubre to-
das esas necesidades y responsabilidades. Los 
denominados “problemas de conciliación de la 
vida laboral y familiar” son más bien procesos 
de visibilización de la imposibilidad estructural 
de expandir ese modelo como el estándar de 
trabajador. En esta figura colisionan las necesi-
dades de las empresas de disponer del tiempo 
(y los movimientos) de las personas empleadas 
y las necesidades y responsabilidades de cuida-
dos de estas últimas. En esta colisión median las 
políticas de conciliación que, ante la tensión, 
terminan por priorizar el ámbito mercantil (en 
última instancia, su objetivo no es asegurar un 
derecho a elegir propiamente dicho sino posi-
bilitar la inserción laboral).

La consolidación de un derecho al cuidado 
exige reconocer a las personas trabajadoras 
en el mercado como sujetos que tienen ne-
cesidades propias de cuidados y responsa-
bilidades sobre cuidados de personas de su 
entorno. La capacidad que tiene el mercado 
para auto-regularse en este sentido cuando, 
al mismo tiempo, ha de garantizar que fluye 
el proceso que le da sentido de existencia (la 
acumulación de capital), está viciada de ante-
mano. La actual implantación social del mo-
delo de trabajador productivo es incompati-
ble con el derecho al cuidado.

En definitiva, existe una contradicción inhe-
rente no sólo en el intento de garantizar un 
derecho al cuidado a través de la expansión 
mercantil, sino en la voluntad de hacerlo en un 
sistema donde la lógica de acumulación sea el 
eje prioritario de organización socioeconómica. 
Son, en última instancia, cuestiones que más 
allá de la eficiencia, eficacia o equidad de me-

didas concretas, sitúan la discusión en un pla-
no estructural: qué régimen económico puede 
sustentar la realización del derecho al cuidado. 
Conciliar la lógica de acumulación como eje 
organizativo del sistema socioeconómico con 
el derecho al cuidado parece difícilmente posi-
ble. La constante derivación hacia el argumen-
to productivista de invertir en cuidados para 
invertir en capital humano muestra que, en la 
tensión cuidados-acumulación, el objetivo últi-
mo (y el que predominará en caso de conflicto) 
es el correcto funcionamiento de la actividad 
mercantil con ánimo de lucro. Se vuelve urgen-
te tornar el debate hacia este plano estructural 
y no plantear el derecho al cuidado como una 
limpia decisión sobre las medidas más perti-
nentes dentro del abanico posible.
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